
SECCIÓN II
OTROS RECURSOS

DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
Y CIUDADES CON ESTATUTO

DE AUTONOMÍA





INTRODUCCIÓN

Se trata de un conjunto de recursos que obtienen las Comunidades Autónomas y las Ciu-
dades para fines muy diversos, y en la mayoría de los casos, su adscripción a un fin concreto les
otorga la naturaleza de recursos de financiación condicionada.

Estos recursos pueden ser transferidos por el Estado o por la Comunidad Europea, o bien,
obtenidos directamente por las Comunidades Autónomas en el ejercicio de su potestad tribu-
taria y autonomía financiera.
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1. RECURSOS PROPORCIONADOS
POR EL ESTADO Y POR LA

COMUNIDAD EUROPEA

1.1. FINANCIACIÓN INCONDICIONADA

1.1.1. Participación de las Comunidades Autónomas uniprovinciales y
Ciudades en los Ingresos del Estado

La participación de las provincias en los Ingresos del Estado, aunque por su naturaleza es
un recurso de carácter local, se convierte en un recurso de financiación autonómica para las
Comunidades Autónomas uniprovinciales de Asturias, Cantabria, La Rioja, Murcia, Navarra,
Madrid y las Ciudades de Melilla y Ceuta, que ejercen las funciones antes atribuidas a la corres-
pondiente Diputación Provincial.

El cuadro 29 expresa la participación que correspondería a las Diputaciones Provinciales
cuyas funciones son ejercidas por las mencionadas Comunidades Autónomas y Ciudades.

Las Comunidades Autónomas de Cantabria y Madrid han optado formalmente por refun-
dir la participación en ingresos del Estado que les hubiera correspondido como Diputaciones
Provinciales en la participación en ingresos del Estado que les corresponde como Comunida-
des Autónomas.

Para Navarra figura en el cuadro la parte que el Estado transfiere como Participación ordina-
ria que corresponde proporcionalmente a la recaudación del Estado por tributos no convenidos.

El cuadro 30 compara estos recursos del ejercicio 2001 con los de 2000.
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1.2. FINANCIACIÓN CONDICIONADA

1.2.1. El Fondo de Compensación Interterritorial

La Constitución dispone en su artículo 158.2 que, con el fin de corregir desequilibrios eco-
nómicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un Fondo
de Compensación Interterritorial con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán dis-
tribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y Provincias, en su caso.

La Ley de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA) en cumplimiento del
mandato constitucional, establece en su artículo 16 los principios generales y las normas bási-
cas a las que debe ajustarse el citado Fondo, encomendando a una Ley ordinaria la regulación
específica del mismo.

Hasta el año 1990, el Fondo estaba regulado por la Ley 7/1984 del Fondo de Compensa-
ción Interterritorial, y su cuantía, no podía ser inferior al 30% de la inversión pública definida
en la propia Ley. Hasta ese año todas las Comunidades Autónomas eran beneficiarias de los
recursos del F.C.I.

Durante el año 1990 fue necesaria su revisión, por diversos motivos. En primer lugar, la
previsión legal: conforme a lo establecido en el artículo 16 de la LOFCA sobre la vigencia quin-
quenal de los criterios de distribución del Fondo, durante el año 1990 debía efectuarse su revi-
sión. En segundo lugar, por razones de solidaridad: la normativa vigente reveló en su aplicación
práctica fisuras no previstas que provocaban, de forma progresiva, una desviación de los recur-
sos del Fondo hacia los territorios más desarrollados. Por último, por motivos de coherencia y
racionalidad en la aplicación de los recursos públicos ya que con el ingreso de España en la
Comunidad Europea, y la consiguiente percepción de ayudas del Fondo Europeo de Desarro-
llo Regional, se planteó la exigencia de coordinar estos recursos con los del Fondo de Com-
pensación Interterritorial para lograr una potenciación recíproca y una mayor eficacia. En vir-
tud de todo ello se consideró necesario efectuar la reforma del Fondo de modo que, en ade-
lante, éste fuera un instrumento exclusivo de la solidaridad y su destino fuera la consecución del
desarrollo de los territorios más desfavorecidos de España, que pasan a ser sus únicos benefi-
ciarios.

Otro aspecto importante que se abordó en la reforma fue desvincular el Fondo de la finan-
ciación de los servicios traspasados ya que hasta entonces el destino de estos recursos era la de
financiar la inversión nueva de los mencionados servicios.

En base a todo lo dicho se promulgó la Ley 29/1990, de 26 de diciembre del Fondo de
Compensación Interterritorial. Dicha ley regula de nuevo el Fondo en sus aspectos esenciales,
constituyendo en primer lugar la reforma más profunda, sin duda, la referente a que sólo una
parte de las Comunidades Autónomas, precisamente aquéllas de menor desarrollo económico
dentro del Estado, van a ser las perceptoras de los recursos del Fondo; el segundo aspecto des-
tacable de la reforma es la definición de las variables de reparto y su ponderación; en tercer
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lugar, la cuantía global del Fondo se va a determinar en función de la inversión pública inclui-
da en los Presupuestos Generales del Estado ponderada por la población relativa del conjunto
de Comunidades Autónomas beneficiarias sobre la nacional, y el cociente entre la renta media
nacional por habitante y la renta por habitante de las Comunidades Autónomas partícipes.

También la nueva Ley introduce cambios significativos en el destino de los recursos del
Fondo desapareciendo la interpretación restrictiva "gastos de inversión" utilizada en la LOFCA.
A partir del 1 de enero de 1990, el Fondo financia tanto inversiones reales como transferencias
de capital, coordinándose así con las actuaciones permitidas por el Fondo Europeo de Desa-
rrollo Regional (FEDER) y facilitando las decisiones sobre los proyectos más adecuados para
generar directa o indirectamente, la producción de renta y riqueza.

Finalmente, la Ley regula la administración y percepción de los recursos del Fondo, esta-
bleciendo criterios y plazos que compatibilicen las reglas estatales de ejecución presupuestaria
con las entregas de fondos a las Haciendas de las Comunidades Autónomas de modo que éstas
puedan cumplir puntualmente con sus compromisos de gasto y se respete su autonomía finan-
ciera.

El Consejo de Política Fiscal y Financiera de fecha 20 de enero de 1992, estableció que a
partir de 1992, el porcentaje a que se refiere el artículo 2.3 de la Ley 29/1990, de 26 de diciem-
bre, queda fijado en el 35%, es decir, el porcentaje a aplicar a la base de cálculo constituida por
la inversión pública, tal como la define la Ley, será el 35%. Además se acordó que para el año
1993 y siguientes de la aplicación de la regla anterior no podrá resultar un volumen del F.C.I.
inferior al del año 1992, configurándose por lo tanto esta última cifra como una cuantía míni-
ma.

La Ley 13/2000, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2001, ha
fijado un F.C.I. de 146.564,0 millones de pesetas (880.867.380,67?) para este año, y la Sección
33 incluye los créditos asignados a cada Comunidad Autónoma beneficiaria para financiar los
proyectos de inversión, acordados de común acuerdo entre la Administración General del Esta-
do y la Comunidad Autónoma.

El cuadro 31 recoge la distribución de F.C.I. de 2001 entre las Comunidades Autónomas
beneficiarias y el cuadro 32 hace la comparación de este Fondo con el del año 2000.

Respecto a la ejecución de las inversiones que con cargo al Fondo se acuerden entre la
Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas perceptoras, se establece un
mecanismo de control parlamentario atribuido al Senado y encauzado con la intermediación del
Tribunal de Cuentas y, en su caso, de los Tribunales de Cuentas de las Comunidades Autóno-
mas.

Los cálculos para la distribución del F.C.I. de 2001, entre las Comunidades Autónomas
beneficiarias, en base a los criterios y ponderaciones establecidos en su Ley reguladora, se inclu-
yen dentro de la Sección IV (cuadros 62 al 64.3), así como evolución de los distintos F.C.I.
desde 1997 (cuadro 65.1).
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1.2.2. Subvenciones gestionadas

El Estado, para cada ejercicio económico, determina en sus presupuestos los sectores o
áreas que van a ser objeto de ayuda económica en forma de subvenciones. Cuando estas sub-
venciones tienen como destino financiar sectores, servicios, actividades o materias respecto de
las cuales, las Comunidades Autónomas tienen la competencia asumida, les corresponde a las
mismas su administración y gestión, aunque tienen que respetarse la finalidad u objetivo seña-
lado para cada subvención.

Dicha gestión y administración deberá hacerse de acuerdo con las normas establecidas en
el artículo 153 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

Las transferencias realizadas desde el Estado por esta vía de financiación se encuentran
resumidas en los cuadros 33 y 34.

El cuadro 33 recoge las subvenciones realizadas a través del capítulo 4 «Transferencias
corrientes» por los distintos Departamentos. Desde el punto de vista cuantitativo, el conjunto
más importante son las concedidas por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y sus Orga-
nismos Autónomos que representan el 96,24% sobre el total.

El cuadro 34 recoge las subvenciones realizadas a través del capítulo 7 «Transferencias de
capital», igualmente resumidas por Ministerios. Como puede observarse en el cuadro, la mayo-
ría de las mismas han sido concedidas a través del Ministerio de Economía con un 39,49%
sobre el total.

Finalmente, el cuadro 35 compara las subvenciones del ejercicio 2001 con las del año anterior.

En relación con este apartado, en la Sección IV se incorpora mayor información sobre los
objetivos que persiguen estas subvenciones (cuadros 66 y 67 del 1 al 16).

1.2.3. Ayudas recibidas de la Comunidad Europea

Las actuaciones comunitarias en España se centran fundamentalmente en la aplicación de
la Política Agraria Comunitaria financiada por medio del F.E.O.G.A-Garantía y en las acciones
estructurales constituidas por los Fondos estructurales (FEDER, FEOGA-Orientación, IFOP,
FSE) y por el Fondo de Cohesión.

El mayor gasto del presupuesto comunitario viene siendo la atención al sostenimiento de los
mercados agrícolas. El FEOGA-Garantía tradicionalmente atendía a los gastos de intervencio-
nes derivadas de las regulaciones de los mercados y restituciones a la exportación. Posterior-
mente, y tras las decisiones adoptadas en la reforma de la PAC, se añadieron nuevos gastos con
cargo a la directriz financiera agraria, tales como: medidas complementarias (agricultura, medio
ambiente y repoblación forestal), retirada de tierras y ayudas a la renta de los agricultores.

Los Fondos estructurales tienen como actividad principal nivelar las diferencias existentes
entre las zonas más favorecidas y las menos desarrolladas de la Comunidad Europea.
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El Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) financia la inversión en determinadas
regiones, contribuyendo a su crecimiento y al aumento de riqueza de las zonas beneficiarias de
este Fondo. Promueve inversiones que faciliten la creación de puestos de trabajo duraderos;
fomenta inversiones en infraestructuras; apoya iniciativas de desarrollo local y de pequeñas y
medianas empresas; lleva a cabo actuaciones de desarrollo regional.

El Fondo Social Europeo (F.S.E.) persigue fundamentalmente combatir el paro de larga
duración y facilitar la adaptación de los trabajadores a los cambios industriales y a la evolución
de los sistemas de producción. Además participa en la cofinanciación con otras acciones como
son las de fomentar el desarrollo de las regiones menos favorecidas, reconversión de regiones,
o parte de estas, afectadas por el declive industrial y facilitar el desarrollo de zonas rurales.

Las funciones del FEOGA-Orientación se centran en reforzar y reorganizar las estructuras
agrarias y forestales, incluidas las de comercialización y transformación de productos agrícolas
y forestales; garantizar la reconversión de productos agrícolas y promover el desarrollo de acti-
vidades complementarias para los agricultores, así como un conjunto de actuaciones encami-
nadas a mejorar el hábitat rural.

Por su parte el Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca (IFOP), ha agrupado
diversas actividades que estaban dispersas en varias políticas presupuestarias en el campo de los
recursos pesqueros y su explotación.

El Fondo de Cohesión tiende a reforzar y desarrollar la convergencia económica y social,
mediante la solidaridad de los Estados miembros, con el fin de reducir las diferencias existen-
tes entre los diversos niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones
menos favorecidas. La acción del Fondo de Cohesión es complementaria de las de los Fondos
estructurales y de los demás instrumentos financieros, en materia de medio ambiente y de
infraestructuras del transporte de interés común.

El protagonismo de las Comunidades Autónomas en la captación de los recursos financie-
ros procedentes de los Fondos anteriormente enumerados cada vez es mayor.

El cuadro 36, muestra los fondos percibidos por las Comunidades Autónomas durante el
ejercicio de 2001, por cada una de las acciones. El total percibido por cada Comunidad Autó-
noma se ha subdividido con el fin de deslindar lo percibido por aplicación de las acciones
estructurales (FEDER, FEOGA-Orientación, IFOP y FSE) de lo recibido por otras acciones,
el FEOGA-Garantía y el Fondo de Cohesión.

Para acciones estructurales las Comunidades Autónomas que han recibido más fondos han
sido Andalucía (20,5%), Valencia (13,57%) Cataluña (11,55%), Galicia (9,84%) y Castilla y León
(7,88%).

Por el FEOGA-Garantía, las Comunidades Autónomas que han recibido mayor volumen
de recursos han sido Andalucía (28,92%), Castilla-La Mancha (16,02%) Castilla y León
(15,04%), Extremadura (10,31%) y Aragón (8,36%).

Las Comunidades Autónomas que han recibido mas recursos del Fondo de Cohesión han
sido Cantabria (18,64%), Madrid (18,08%), Aragón (11,33%), La Rioja (9,06%) y País Vasco
(8,46%).

El cuadro 37, compara las ayudas recibidas en 2001 por las Comunidades Autónomas con
las percibidas en 2000.
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1.2.4. Convenios

Las Administraciones Públicas cooperan o colaboran entre ellas para conseguir un deter-
minado objetivo. Para ello, suscriben convenios en los que se expresan las aportaciones dinera-
rias que hace cada una de las partes que suscribe el convenio y además se especifican los com-
promisos a los que se vinculan.

El Estado y las Comunidades Autónomas han suscrito convenios y sus objetivos han sido
muy diversos, pudiéndose citar entre ellos los que atienden a: obras públicas (carreteras, ferro-
carriles, etc), tratamiento de residuos peligrosos, recuperación de suelos contaminados, promo-
ción y rehabilitación de viviendas, remodelación de barrios, saneamiento y depuración de aguas,
modernización de las estructuras agrarias, servicios sociales, sanidad animal, ganadería, sanidad,
desarrollo de la investigación científica y técnica, etc.

Los cuadros 38 y 39 recogen las aportaciones realizadas por el Estado, a través del capítu-
lo 4 "Transferencias corrientes" y 7 "Transferencias de capital", respectivamente.

El cuadro 40 compara las aportaciones del Estado en los convenios durante el ejercicio
2001 con los del año anterior.

El Ministerio de Fomento ha sido el que mayor volumen de recursos ha aportado (42,65%),
seguido del de Trabajo y Asuntos Sociales (20,74%).

En relación con este apartado, en la sección IV se incorpora mayor información sobre el
destino de estos recursos (cuadros 68 y 69 del 1 al 12).

1.2.5. Transferencias correspondientes a los contratos-programa

Los contratos-programa nacen de un acuerdo o contrato firmado entre la Administración
del Estado y una Empresa Pública, en el que se fijan sus objetivos de inversión, producción y
resultados, así como las tarifas exigidas por la empresa, teniendo como contrapartida una sub-
vención estatal.

En general, las Empresas Públicas de las Comunidades Autónomas que están sujetas en su
actuación a un contrato-programa convenido con el Estado, tienen como actividad específica
la prestación de servicios públicos de transporte de viajeros.

El cuadro 41 detalla los contratos programa existentes y la financiación proporcionada por
el Estado en el ejercicio de 2001. El cuadro 42 compara esta financiación con la del año 2000.

1.2.6. Participación de las Corporaciones Locales en los Ingresos del
Estado

Los importes consignados en este apartado, no son realmente recursos de las Haciendas
Autonómicas, ya que son las Participaciones en los Ingresos del Estado de las Diputaciones Pro-
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vinciales y Municipios. Sin embargo, algunas Comunidades Autónomas ostentan entre sus com-
petencias la de tutela financiera de las Corporaciones Locales (Diputaciones Provinciales y Muni-
cipios). En virtud de ello, el Estado transfiere los fondos destinados a dichas Corporaciones a la
Comunidad Autónoma correspondiente, sin otra función que la de ser meros intermediarios.

Las Ciudades de Ceuta y Melilla ejercen todas las competencias que la legislación estatal atri-
buye a los Ayuntamientos y Diputaciones. Por ello, los importes correspondientes a la Partici-
pación de los Municipios en los tributos del Estado, así como la participación que reciben como
Diputaciones, figuran como recursos financieros que reciben las dos Ciudades. La participación
que recibe cada una de ellas como municipio está incluida en el cuadro 43, y lo correspondiente
a la provincia figura en el cuadro 29.

En el cuadro 43 figuran los importes que corresponden a las Diputaciones y Municipios por
Participación en Ingresos del Estado y otros conceptos entre los que cabe citar la subvención al
déficit del transporte. Por último, en el cuadro 44 se compara la financiación correspondiente a
las Corporaciones Locales en el año 2001 con la del año anterior.
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2. RECURSOS PROPIOS

2.1. RECURSOS DE NATURALEZA TRIBUTARIA

La Constitución prevé que las Comunidades Autónomas puedan establecer tributos pro-
pios, y la LOFCA regula las condiciones en las que pueden ejercer dicha potestad, establecien-
do impuestos propios o bien recargos sobre tributos del Estado.

2.1.1. Tributos propios

Como consecuencia de la prohibición establecida en la LOFCA de que las Comunidades
Autónomas puedan establecer impuestos sobre hechos imponibles gravados por el Estado, la
potestad tributaria real de las Haciendas Autonómicas queda significativamente limitada.

En el cuadro 45, figuran los tributos propios establecidos por cada Comunidad Autónoma
y sus recaudaciones por el ejercicio de 2001.

2.1.2. Recargos sobre tributos estatales

Las Comunidades Autónomas pueden establecer recargos sobre los tributos del Estado
susceptibles de cesión. Esta competencia se limita a establecer un porcentaje del recargo y la
forma de declaración del ingreso, la regulación del impuesto sobre el que recae el recargo con-
tinúa siendo competencia exclusiva del Estado.

En el cuadro 45 figuran los recargos establecidos por las Comunidades Autónomas y las
recaudaciones obtenidas en 2001.



Los recargos existentes en 2001 recaen sobre los tributos que gravan el Juego y sobre el
Impuesto sobre Actividades Económicas.

Y, por último, en el cuadro 46 se compara dicha recaudación con la del año 2000.

2.2. RECURSOS DE NATURALEZA FINANCIERA

2.2.1. Operaciones de crédito

Las Comunidades Autónomas gozan de autonomía para poder realizar operaciones de cré-
dito dentro de unos límites amplios que marca el art. 14 de la LOFCA. Las operaciones de cré-
dito que pueden realizar las Comunidades Autónomas pueden ser por plazo inferior a un año
o superior a éste. En el primer caso tienen como objeto cubrir las necesidades transitorias de
tesorería y por ello su cancelación se prevé realizarla en el año. Sin embargo, las necesidades
financieras a largo plazo tienen que cumplir con otras condiciones señaladas en la LOFCA,
entre las cuales, cabe citar el destino de estos recursos para gastos de inversión.

Las operaciones de crédito de las Comunidades Autónomas deben coordinarse entre sí y
con la política de endeudamiento del Estado en el seno del Consejo de Política Fiscal y Finan-
ciera.

El cuadro 47 refleja el endeudamiento neto, esto es, la diferencia del endeudamiento expe-
rimentado durante el año y la amortización de deuda realizada en el mismo período.
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